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SEÑORA PRESIDENTA (ad hoc) (Tourné).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Ministro del Interior, doctor José Díaz Chaves, al señor 
Subsecretario, doctor Juan Faroppa, al señor Jefe de Policía de Montevideo, Inspector Principal (R), Ricardo 
Bernal, al señor Jefe del Servicio de Seguridad Presidencial, Comisario Álvaro Vergara, al señor Director 
General de Secretaría, Jorge Jouroff, al señor Director del Departamento de Personal, Inspector Principal 
(PA), Jorge Carámbula y al señor Subdirector del Departamento de Personal, Comisario Inspector (PA), 
Gustavo Rossi. 


El motivo de la convocatoria de hoy es hablar sobre el servicio de seguridad presidencial. 


Como es de público conocimiento que esta sesión fue auspiciada por el señor Diputado García Pintos, si le 
parece al señor Ministro, vamos a ceder la palabra al señor Diputado. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Agradecemos la presencia del señor Ministro y demás autoridades. También 
quiero agradecer a los señores Diputados de la Comisión que, en ausencia de una Comisión de Seguridad 
Pública -por lo menos en esta Legislatura-, esta nos haya cobijado para poder desarrollar este pedido de 
comparecencia del señor Ministro. 


Debo decir que queremos hablar claro y con respeto y que, de alguna manera, pretendemos liquidar este 
asunto. Se trata de un hecho consumado y que puede tener alguna solución. El tema tiene que ver con la 
forma en que ingresaron a la custodia del señor Presidente de la República -no hablamos de un destino menor 
para funcionarios públicos- diecinueve ciudadanos, que están desempeñando funciones en la unidad ejecutora 
"Jefatura de Policía de Montevideo", del Ministerio del Interior. Dieciocho personas fueron derivadas al 
Escalafón Ejecutivo como Agentes de Segunda y una fue designada como Agente de Primera (PE), Policía 
Especializado, por razones de edad. Esto es lo que recogimos de los documentos. 


En su oportunidad me comuniqué con el señor Ministro del Interior y lo consulté respecto de la autenticidad 
de los documentos que obran en nuestro poder que, concretamente, son los siguientes. Tengo un pedido para 
el ingreso de estas diecinueve personas al Ministerio del Interior, Jefatura de Policía de Montevideo, su 
procesamiento interno en lo que tiene que ver fundamentalmente con los requisitos que hay que cumplir al 
amparo de la Ley Orgánica Policial y sus reglamentaciones, que son unas cuantas y que tienen su rigidez. 


El 5 de julio, el Poder Ejecutivo -en este caso con el Ministerio del Interior-, dicta un decreto que hace aún 
más restrictivas las condiciones que se exigen para el ingreso de ciudadanos aspirantes a policías. Comienza 
este proceso y la oficina correspondiente eleva al señor Director de Personal de la Jefatura de Montevideo un 
informe con los nombres, los datos filiatorios, número de documento y la edad de estas diecinueve personas. 
Esto va al despacho del Director de Personal que, a su vez, lo eleva al señor Jefe de Policía de Montevideo. 
Nosotros tenemos el documento por el cual la Jefatura de Policía de Montevideo -con la firma del señor Jefe, 
Inspector Principal Ricardo Bernal- eleva la nota a la consideración del señor Ministro del Interior. 


Uno podría preguntarse a esta altura dónde está el problema, por cuanto en definitiva no se trata de otra cosa 
que de simples ciudadanos que pretenden ser funcionarios públicos del Inciso 04, Ministerio del Interior. El 
problema radica en el tratamiento especial que se dio a estos ingresos -no quisiera decir en desmedro-, con 
cierta distinción -una suerte de tratamiento vip para estos diecinueve ciudadanos-, que no se da ni debe darse 
a ningún aspirante a policía en nuestro país. 


Voy a detallar los requisitos hasta la fecha en que se firman estas tres resoluciones, todas con la misma fecha. 
Los requisitos previos al decreto -que son más restrictivos que los que figuraban en la reglamentación 
anterior, porque es la misma ley- son los siguientes. La presentación de los certificados de estudio; según mi 
información, ninguno de estos aspirantes -en aquel entonces- y hoy funcionarios del Ministerio presentó 
certificados de estudio. Ninguno de ellos presentó el certificado de vida y costumbres. Esto quiere decir que 
un funcionario con experiencia de la Jefatura va al barrio y conversa con las referencias; conversa con el 
almacenero para ver qué clase de cliente es esta persona, no por lo que compra sino para saber qué tipo de ser 
humano es el aspirante a policía. Conversa también con los vecinos para saber qué clase de vecino es; qué 
clase de hijo es, qué clase de padre, qué clase de hermano, qué clase de persona. La Policía quiere saber, y 
para esto está el certificado de vida y costumbres. Nada de esto se cumplió con estos diecinueve ciudadanos. 


Tampoco se cumplió con la prueba física, que es importante. Alguien puede decir que esta gente, que venía 
acompañando al actual Presidente en las campañas electorales anteriores, en su custodia personal, podrá tener 
una muy buena capacitación física para correr. Entonces uno se pregunta por qué no dieron la prueba física. 
Según mi información, el 100% de estas personas no dio la prueba física. 


A su vez, tampoco fueron sometidos a la Junta de Selección, por la que un grupo de Oficiales Jefes pone el 
último obstáculo reglamentario para el ingreso. Después de haber presentado toda la documentación 
requerida por la ley y su reglamentación y luego de haber dado las pruebas correspondientes -médicas, 
físicas, certificado de estudios- viene el último obstáculo para el contrato: la Junta de Selección. Un grupo de 
Oficiales Jefes conversan con el aspirante, que ya tiene la carpeta pronta. Muchas veces, el aspirante queda 
fuera porque la Junta se da cuenta de que no está en condiciones de ser integrante de nuestra Policía 


Nacional. Esta Junta de Selección no es una cosa menor. Por lo que sabemos, este requisito tampoco se 
cumplió. 


En los documentos que poseemos, tanto el que recibe el Director de Personal como el que este eleva al Jefe 
de Policía de Montevideo, y el documento que este eleva al señor Ministro del Interior hay una frase 
importante. En el informe de fecha 18 de marzo de 2005, previo a la firma del Inspector Principal Ricardo 
Bernal, se dice que los aspirantes no realizaron prueba física ni se sometieron a la Junta de Selección por 
orden superior. Esta es la primera pregunta que vamos a dejar pendiente. La orden superior, ¿de quién es? ¿Es 
del señor Presidente de la República? ¿Es del señor Prosecretario de la Presidencia de la República? ¿Es del 
señor Ministro del Interior? ¿Es del señor Subsecretario? ¿Es del señor Director General de Secretaría? ¿Es 
del ex Director de la Policía Nacional y también Subdirector del Ministerio del Interior, Inspector Principal 
(R) Cono Cardozo? ¿De quién recibió el Jefe de Policía de Montevideo esa orden superior de fecha 18 de 
marzo de 2005 para que estos aspirantes vip -como dicen en los aeropuertos- no realizaran prueba física ni 
pasaran por la Junta de Selección? Creo que sería bueno saber esto. 


Además, hay otros aspectos que dejé para el final, que son unos datos que recibimos de un aspirante a la 
Jefatura de Policía de Canelones, que en definitiva después no pudo ingresar porque no cumplía con alguno 
de los requisitos. Creo que en este joven había un problema en la relación entre la edad y el peso. Miren lo 
que le exigieron a este muchacho, que no exigieron a ninguno de los otros diecinueve ciudadanos que sí 
ingresaron. La edad podía ser hasta treinta y cinco años y este joven era menor; acá hay gente que ha pasado 
los treinta y cinco años y también los cuarenta -uno tiene cuarenta y tres años- que fue habilitada por el señor 
Ministro del Interior -me adelanto a decir que esto está dentro de las facultades del señor Ministro-, 
ingresando, lógicamente, no en el subescalafón ejecutivo sino en el subescalafón PE. Permitir el ingreso de 
gente entre treinta y cinco y cuarenta años no cumplidos es algo que está dentro de las facultades del señor 
Ministro y no vamos a ocuparnos de eso porque, en realidad, es un tema menor, subsanable por las facultades 
que tiene el señor Ministro. 


A este joven canario le exigen, además de tener una edad menor de treinta y cinco años -él tiene menos-, 
tercer año de liceo -no sabemos cuántos años de liceo tienen cursados los aspirantes anteriores-, altura 
mínima -tampoco sabemos si todos la cumplen-, referencias personales de comerciantes y vecinos, examen 
de sida, carné de salud, prueba física -salto alto y largo, cien y cuatrocientos metros-, test de Cooper, examen 
médico total, test psicológico, prueba de matemáticas e idioma español y la Junta de Selección. Todo esto, y 
posiblemente algún punto más, configura "la carpeta", entre comillas. 


El examen psicológico es una de las partes rigurosas y desde el Decreto del 5 de julio todavía más. ¿Por qué 
decimos esto? Porque este examen va a habilitar o no al aspirante a ser policía. No nos olvidemos de que no 
eran aspirantes al subescalafón PA administrativo, ni al PE -salvo uno de ellos-, sino al subescalafón 
ejecutivo, llamémosle policía de revólver; usarán un arma de fuego, por lo tanto, letal. El examen psicológico 
es un filtro para saber si ese ciudadano, además de tener tercer año de liceo, no tener problemas de la vista y 
poder hacer el test de Cooper, está en condiciones psicológicas, mentales, de portar un arma de fuego, para 
que después no pase un desastre. Esto no quiere decir que luego no pase; de hecho, la historia recoge, acá y 
en cualquier parte del mundo, el error humano. Por eso digo que no hacer el examen psicológico me parece 
algo verdaderamente grave. Ellos son policías hoy, legal, jurídica, reglamentaria y estatutariamente hablando; 
son policías: subescalafón ejecutivo, policías de revólver. Además, tienen una misión sumamente importante 
como la de salvaguardar la integridad física del señor Presidente de la República y están en contacto 
permanente con el público. Todo esto configura que el individuo debe tener en la cabeza que es policía y que 
su función no es destruir al enemigo, como pasa con otros institutos. La formación profesional está para 
prevenir y reprimir cuando la prevención fracasa. Y tener un arma de fuego juega un papel muy importante, 
porque si no la tiene clara, estamos librados a la buena de Dios, como se dice. El público con el que están en 
contacto puede querer saludar al señor Presidente de la República; también puede haber algún desubicado 
que quiera insultarlo, como sin duda ha pasado en más de una oportunidad. Bueno, pero que por el insulto no 
vaya a recibir un tiro entre los ojos. Estamos hablando de que debe haber un equilibrio en los funcionarios 
policiales; necesariamente deben tener formación profesional -cursos mediante- para cumplir esa función. 


El examen psicológico es importante porque no es fácil que al psicólogo se le pase por alto -puede 
escapársele algún astuto que piense lo contrario y demuestre lo que le conviene para pasar la prueba- que un 
aspirante no está en condiciones de ser ingresado. Algunas veces el psicólogo, cuando está en la duda, 
aconseja que el ingreso puede ser al Instituto pero no al subescalafón ejecutivo, no como policía de revólver. 


De estos diecinueve ciudadanos, el 30%, o sea seis, perdieron el examen psicológico. Esto está acá, en el 
documento que el señor Jefe de Policía de Montevideo elevó al señor Ministro del Interior. Seis personas 
perdieron el examen psicológico. Otras dos -van ocho- perdieron el examen oftalmológico, que por algo está. 


Reitero lo que ya venía diciendo: la prueba física y los seis meses de Escuela Departamental sin duda son 
importantes. Lógicamente, los exámenes son una cosa y los seis meses de preparación son otra. A veces, por 
razones de servicio salían de la Escuela en cinco meses, por ejemplo cuando existía la cercanía del operativo 
Verano Azul en la zona balnearia; unas semanas no eran obstáculo para que en lugar de seis meses fueran 
cinco meses y medio. Fíjense que la capacitación profesional en la Escuela Departamental incluye práctica 
policial, manejo de armas, defensa personal, registro de personas, cómo cachear a una persona, técnicas de 
esposamiento, de reducción de una persona que está cometiendo un delito, registro y detención de vehículos, 
allanamientos, comunicaciones, instrucción policial, parte de choque, cuándo detener a un ciudadano según 
las circunstancias y el mérito para que, a su vez, no incurra en un delito o abuso de función y termine en el 
Juzgado, perjudicando al ciudadano que es objeto de la acción policial o al propio policía. También se 
instruye para aplicar la regla de oro en un accidente de tránsito con heridos, o cuando con el dueño se ingresa 
a la casa de un ciudadano que ha sido robado, que no se debe tocar nada y hay que esperar a que llegue la 
policía técnica, lo mismo en un accidente que en algún otro procedimiento, un homicidio, etcétera. De esta 
manera, el funcionario policial recientemente contratado tiene la posibilidad de incorporar conocimientos - 
seis meses no son cuatro años- que redundarán en beneficio de la alta función que desempeña la Policía 
nacional. 


También está el tema del idioma español, las relaciones humanas -estamos hablando de la escuela-, los 
derechos humanos, la educación cívica, la Constitución de la República, la Ley Orgánica Policial, el 
Reglamento General de Disciplina, el Código Penal, el Derecho Penal, primeros auxilios, atención de 
personas con paro cardiorrespiratorio, quemaduras, hemorragias y partos. ¿Quién no recuerda algún canal de 
televisión, algún noticiero, algún diario o alguna radio emitiendo la noticia de que el Agente de Segunda 
fulano de tal ayudó a venir al mundo a otro oriental? ¿Dónde? En el asiento trasero de un patrullero, porque 
no había más remedio. Llevaban a la compatriota al hospital Pereira Rossell y a mitad de camino vino el 
parto. Acá está: el policía debe saber cómo tratar hemorragias, partos; sin embargo, nada de esto que acabo de 
decir recibieron como instrucción estos diecinueve ciudadanos que hoy están formando parte de la custodia 
del señor Presidente de la República. 


Me adelanto a decir que sabemos que hay funcionarios profesionales en la custodia del señor Presidente, 
como el Jefe de la propia custodia, Comisario Vergara, quien está aquí presente como asesor del señor 
Ministro, y algún otro funcionario policial. El Comisario Vergara es un funcionario profesional egresado de la 
Escuela Nacional de Policía, actualmente Grado 10; pero el grueso de los policías, según la información que 
tenemos, está en la custodia fija. La custodia móvil, que es la más cercana al primer mandatario, es la que 
está integrada por estos diecinueve ciudadanos. 


Debo decir que como legislador y como ciudadano muy cercano a la familia policial, siento malestar al no 
haberse mantenido la tradición, que tiene mucho tiempo en nuestro país, de que la custodia del señor 
Presidente de la República -hechas las salvedades del Jefe de la custodia y de la custodia fija- sea cumplida 
por policías profesionales. Además, durante los últimos 20 años -y no voy más atrás por razones obvias, 
porque muchas de las personas con algunos años de antigijedad en el instituto han pasado a retiro- se han 
realizado cursos de formación profesional en los que hasta el chofer juega un papel fundamental para 
mantener fuera de riesgo, en un caso de necesidad, a la persona del primer mandatario, a sus familiares o a 
quienes lo acompañen. Esos cursos -por lo menos de esta manera- no han sido realizados por estos 
diecinueve ciudadanos. 


Entonces, tenemos la intención de que se nos conteste esta primera pregunta; en este sentido, nos gustaría 
escuchar algunas explicaciones del señor Ministro, lo que haremos con mucha atención y respeto, tratando de 
aportar soluciones para salir de esta situación. Solicitamos a la señora Presidenta que se nos habilite a 
preguntarle nuevamente cuando lo creamos necesario, a los efectos de permitir que esta Comisión, en la que 
se está tomando la versión taquigráfica, pueda recoger esta realidad de la manera más franca y respetuosa 
posible. 


Por supuesto que yo pude haber padecido de algún defecto de información. En ese caso, pediríamos que se 
nos aclarara la situación y rectificaríamos nuestros dichos, porque lejos está de nosotros la intención de hacer 


planteos que no estén debidamente chequeados. Para nosotros lo están, pero en definitiva no somos otra cosa 
que seres humanos; por lo tanto, también podemos haber incurrido en algún error. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos el tono y la intención de la intervención del señor Diputado García 
Pintos. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Voy a tratar de dar la más cumplida respuesta al señor Diputado 
García Pintos. Como hay algunas preguntas de carácter técnico, después solicitaría al señor Jefe de Policía de 
Montevideo, inspector Ricardo Bernal, y al señor Jefe de la custodia presidencial, Comisario Vergara, que 
complementen los informes que me corresponde proporcionar como Ministro del Interior. 


La introducción que hacía el señor Diputado García Pintos es absolutamente correcta; no solo me elevó un 
pedido de informes, que hemos contestado, sino que me habló un par de veces por teléfono, en una de esas 
oportunidades para pedirme que la reunión se hiciera en el día de hoy para que él pudiera estar presente. En 
su momento, personalmente llamé al señor Presidente de esta Comisión, doctor Jorge Orrico, para 
manifestarle mi plena disposición -como corresponde; es mi deber- de acudir cuantas veces fuese necesario a 
esta querida Casa a informar sobre todos los problemas del Ministerio del Interior. 


Vamos a entrar a la fase de explicaciones que corresponde dar como introducción, para luego contestar las 
interrogantes planteadas por el señor Diputado García Pintos. 


Con respecto al tema de fondo de estas diecinueve designaciones, las razones que tuvimos para efectuarlas 
fueron esencialmente políticas. Estábamos ante una solicitud del señor Jefe de Seguridad Presidencial -el 
pedido venía para veinte personas, luego quedaron diecinueve- para solucionar un fenómeno excepcional, 
como es la custodia presidencial de una nueva fuerza política. Antes de asumir estas responsabilidades, el 
entonces candidato a la Presidencia tenía un núcleo de compañeros que lo acompañaban, debidamente 
preparados y experimentados, y a nosotros nos pareció razonable que esas personas pasaran a ser 
funcionarios de la seguridad presidencial desde el momento en que el Presidente fue electo por la ciudadanía. 


Sin duda se trata de una solución excepcional, con el carácter de transitoriedad correspondiente, para resolver 
una situación muy especial de asunción de la Presidencia de la República por parte de un integrante de una 
nueva fuerza política. Eso no va en desmedro del respeto de la carrera funcional de los policías que, como 
todos saben, fue uno de los ejes en el inicio de nuestra gestión, al punto de que cuando tuvimos posibilidades 
de designar directamente a compañeros, preferimos nombrar a funcionarios de carrera, como es el caso de los 
diecinueve señores Jefes de Policía. 


Como bien dijo el señor Diputado García Pintos, estas designaciones se realizaron previo al decreto de 
ingreso mediante concurso, mucho más exigente que el que teníamos con antelación. Se trata de resoluciones 
del 29 de junio del año en curso que se instrumentaron cubriendo vacantes de la Jefatura de Policía de 
Montevideo e, inmediatamente, estos diecinueve funcionarios pasaron en comisión a prestar servicios de 
seguridad presidencial. 


Es correcto lo que manifestó en el plano de sus interpelaciones el señor Diputado en el sentido de que 
dieciocho ingresaron como agentes ejecutivos y uno como integrante del subescalafón Policía Especializada. 


¿Quiénes son estos nuevos funcionarios? Son personas que, como dije hace un momento, desde hace mucho 
tiempo estaban preparadas y cumplían funciones -naturalmente privadas- de custodia del entonces ciudadano, 
candidato a la Presidencia, doctor Tabaré Vázquez, algunos de ellos con muchos años de trabajo en la 
materia. 


Con respecto a las edades, también es correcto lo que manifestó el señor Diputado: a quienes tenían más de 
35 años se les hizo la habilitación correspondiente. 


En lo que tiene que ver con ciertos requisitos explícitamente omitidos, quiero proporcionar alguna 
explicación al señor Diputado y a los señores integrantes de esta Comisión. En cuanto al requisito relativo a 
vida y costumbres, por lo que sé -quizás tengamos informaciones diferentes-, es una cuestión más formal que 
real, porque es el propio interesado en ingresar quien proporciona nombres, y obviamente va a dar los de 


aquellas personas que hablen bien de él. Pero si estas personas venían propuestas por la Presidencia de la 
República, ¿qué sentido tiene exigir este requisito más formal que real? ¿Qué más información de vida y 
costumbres se requiere que la que aportaba la Presidencia de la República, a través del Jefe de Seguridad 
Presidencial? 


Con respecto al requisito de certificado de estudios, en el momento que ingresaron solo se pedía 6” año de 
escuela. 


En cuanto a las pruebas físicas, a las pruebas médicas y al examen psicológico, debo decir que todo eso se 
requiere para un perfil de policía ejecutiva que cumpla las labores sustantivas de prevención y represión del 
delito. Pero estos diecinueve ciudadanos no fueron designados para cumplir este cometido. Hay otras formas 
de hacer ingresar a estas personas, como son las diversas modalidades de contrato, pero en este caso no 
teníamos esa posibilidad, que fue la primera que estudiamos, y solo nos quedó la alternativa de hacerlos 
ingresar de la forma que se ha indicado. 


Entonces, el perfil, las pruebas y los requisitos de que estamos hablando se requieren para cumplir labores 
preventorrepresivas, que no son las que están y seguirán desarrollando estos diecinueve funcionarios que 
hemos designado. Se trata de personas de la cercanía del Presidente y de su familia y tienen como requisito 
esencial la confiabilidad y la familiaridad por las labores que cumplen. Adviértase que no es gente 
inexperiente en esta materia. Por el contrario, tiene una larga experiencia por haber cumplido esta función de 
cercanía y de seguridad presidencial en el período anterior. O sea que estos funcionarios tienen antecedentes, 
conocimientos e, inclusive, han ido mejorando en su tarea, por cuanto han hecho cursos especiales en el 
período comprendido desde el 1* de marzo -e inclusive un poco antes- hasta que definitivamente fueron 
designados, hacia fines de junio. Estos ciudadanos se integraron a la custodia presidencial y están sometidos 
a la dirección del Jefe de Seguridad Presidencial, Comisario Álvaro Vergara. 


Ahí se produjo una novedad que para nosotros es una virtud y no un desmedro y es que integramos a oficiales 
de carrera de la Policía y personal subalterno con ciudadanos comunes, quienes realizaron -eso lo podrá 
ratificar el Comisario Vergara- una muy eficaz labor de complementariedad. Estos diecinueve ciudadanos 
cumplen una función de cercanía y de confianza en el entorno del señor Presidente y de su familia y los 
oficiales y personal subalterno de carrera de la Policía desarrollan las tareas preventorrepresivas que les 
corresponde. 


Con respecto a la Junta de Selección, desde el momento en que el señor Jefe de Seguridad Presidencial nos 
elevó la petición entendimos que ese requisito ya estaba cumplido. Se hizo de una manera especial -no es la 
primera vez en la historia del Ministerio del Interior en que se cumple de forma diferente con un requisito 
reglamentario-, pero esa función de selección, inclusive con bastante tiempo de conocimiento, la hizo el 
propio Jefe de la Seguridad Presidencial. 


Por último, para terminar con la parte política de mi intervención quiero señalar que estos funcionarios 
ingresaron con el compromiso del Poder Ejecutivo de permanecer en sus funciones durante el ejercicio de la 
Presidencia de la República por parte del doctor Vázquez, y que saldrán cuantas veces lo determine el señor 
Presidente de la República. Desempeñan esa función a través de una modalidad contractual; son voluntarios 
contratados por un año, con contrato renovable hasta por cinco años. Esa es la característica de este tipo de 
contrato al que se recurrió para hacer estas diecinueve designaciones. 


Solicito al señor Jefe de Policía, Inspector Bernal, y al señor Comisario Vergara que complementen esta 
información inicial, para que luego el señor Diputado García Pintos formule las nuevas preguntas que estime 
pertinentes. 


SEÑOR BERNAL .- Quiero hacer algunas precisiones. 


Se ha mencionado que algunas personas no presentaron determinados documentos o pruebas. En realidad, se 
mencionaba que hasta ese momento no se habían presentado determinados recaudos; quiere decir que no era 
algo definitivo. En cuanto a quién había dado la orden al señor Jefe de Policía, debo decir que fue el entonces 
Subdirector General de Secretaría y Director de la Policía, el Inspector Cono Cardozo. Pero la orden no fue 
que no se realizaran las pruebas, sino que se elevara el trámite en el estado en que se encontraba -eso explica 
que algunas personas no hubieran completado determinados trámites hasta ese momento-, a efectos de que el 


Ministerio lo completara en la forma que entendiera del caso. Vale decir que no era una situación concluida y 
definitiva en el momento que se envió el oficio; por eso se detallan esas situaciones. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Si el señor Ministro no se opone, quisiera hacer una pregunta al señor Jefe de 
Policía, para luego no tener que realizar un cúmulo de preguntas. 


Lo que el señor Jefe de Policía avala con su firma no contiene la aclaración que acaba de hacer. La nota 
firmada por el señor Inspector Principal Bernal dice que los aspirantes no realizaron pruebas físicas ni Junta 
de Selección por orden superior de 18 de mayo de 2005, y nada más. Además, este oficio que el Jefe de 
Policía eleva al Ministro del Interior tiene fecha 15 de junio de 2005, es decir, catorce días antes de la 
resolución del Ministro por la que se nombra a estos ciudadanos. 


En su momento, no debió haber escapado al buen criterio del Inspector Bernal -que lo tiene, porque es un 
muy buen profesional- que esto no iba a tener marcha atrás, que no era una cuestión por ahora sino definitiva 
y que no iba a dar el tiempo, porque todos sabemos que el Gobierno tenía que regularizar la custodia del 
señor Presidente de la República, lo cual me parece muy lógico. Ya sea por esta vía -que considero 
inconveniente- o por la que fuere, tenían que regularizar la situación de estas personas que no eran policías a 
mediados de junio, que estaban en la custodia del señor Presidente de la República y que supongo estarían 
armados. Algunos de ellos lo estaban antes de la elección de 2004; necesariamente, estaban armados, porque, 
de lo contrario, ¿qué sentido tiene estar en la custodia de un alto dirigente político como el doctor Vázquez? 
Reitero: debían estar armados. ¿Tenían porte de armas el 15 de junio de este año? No me satisface la 
respuesta del señor Jefe de Policía porque es tan poco el tiempo entre el 15 y el 29 de junio que es evidente 
que se estaba poniendo esto en la nota porque era algo con lo que el señor Jefe de Policía de Montevideo no 
podía estar de acuerdo profesionalmente. Estaba cumpliendo una orden, lo que no tiene nada de malo, pero es 
la realidad. Que tampoco se me diga que había trámites -como la presentación de determinados certificados o 
exámenes- que estaban inconclusos, pero que ello no quería decir que se fueran a obviar. Es cierto que no se 
obviaron los exámenes psicológicos y oftalmológicos; los realizaron. El 15 de junio ya se los habían hecho a 
algunas de estas personas y habían sido "bochadas", y en el caso de otras, todavía faltaban los resultados. 
Pero, por ejemplo, no se presentaron los certificados de estudios con posterioridad. ¿O todos tenían tercer año 
de liceo aprobado? 


Con respecto a vida y costumbres, entiendo lo que dice el señor Ministro; después lo responderé. Solo quería 
centrarme en esto que dijo el señor Jefe de Policía, porque me parece importante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que estamos en una sesión de Comisión, no en una interpelación a 
un Ministro. Por lo tanto, con todo el respeto y la cortesía del mundo, quiero decirle al señor Diputado que si 
está agregando una pregunta, se va a habilitar su interrupción, pero debemos evitar que esto se transforme en 
un intercambio polémico de ideas. Entiendo que lo primero que tenemos que hacer es escuchar las respuestas 
a sus preguntas. Además, hay Diputados de otros sectores anotados para hacer uso de la palabra. 


Entonces, lo que estoy solicitando es un poco de orden y que no transformemos esto en un ping-pong porque, 
reitero, es una sesión de Comisión. De manera que voy a devolver el uso de la palabra al Inspector Bernal, 
luego escucharemos la intervención del Comisario Vergara, tal como lo solicitó el señor Ministro, y 
posteriormente, cederemos la palabra a los demás Diputados. 


SEÑOR BERNAL .- Reitero y reafirmo lo que dije anteriormente. El sentido y el espíritu de esa 
comunicación que firmé era cumplir la orden de elevar el trámite en el estado en que se encontraba; se 
hicieron las indicaciones de aquellos aspectos que no estaban completos a los efectos de que el superior 
estimare. Siempre tuvimos en cuenta, como lo dijo el señor Ministro, que era una situación especial, que se 
trataba de personas que ya venían cumpliendo esa tarea, esa misión. Hay diversos aspectos que en función de 
ello deben considerarse. 


Las personas que ya estaban cumpliendo estas tareas -y que lo seguirían haciendo- ya habían demostrado sus 
condiciones para desempeñarse en ellas. La tarea de la Policía es mucho más amplia que la que ellos estaban 
cumpliendo. Estas personas no van a tomar una denuncia, hacer un parte de choque o atender a una 
parturienta, como mencionaba el señor Diputado, sino que tienen una tarea específica, limitada, concreta. 
Para desempeñarla se necesita una condición fundamental, que es la confianza, porque la tarea es muy 
delicada; se trata nada menos que de preservar la seguridad del Presidente de la República. Ese es el aspecto 
que se ha considerado en esta tramitación. 


Por otro lado, para las tareas policiales que pudieran surgir en esa misión de custodia, hay policías que tienen 
la preparación adecuada. Quiere decir que esto es un equipo. Es importante tener en cuenta eso; en un equipo 
las tareas están distribuidas y coordinadas. 


En cuanto a las Juntas de Selección -he sido miembro de Juntas de Selección; inclusive, las he presidido en 
esta Jefatura en el pasado- es cierto lo que indica el señor Diputado en el sentido de que muchas veces, a 
pesar de que el aspirante supera los distintos exámenes, la Junta entiende que no tiene el perfil que se necesita 
para la tarea policial, que es mucho más amplia que la custodia de una personalidad. 


El señor Ministro ha explicado claramente el resto de los aspectos. Creemos que hemos sido leales 
informando objetivamente del estado de una tramitación de personas a las que se les asignaría el cargo de 
agente de policía. 


Es todo lo que tengo que decir. 


SEÑOR VERGARA.- Señora Presidenta, señores legisladores: en mi carácter de Jefe del Servicio de 
Seguridad Presidencial, tengo el honor de estar a cargo de la seguridad del Primer Mandatario de la 
República, de su esposa y de toda su familia en el territorio nacional y fuera de él, en sus traslados por tierra, 
aire y mar. Así lo especifica el reglamento. Por lo tanto, me compete -lo hice en el pasado, lo hago en el 
presente y lo seguiré haciendo en el futuro- coordinar, supervisar, controlar y ejecutar todas las tareas de 
seguridad al respecto. Para ello se han integrado en forma perfecta el personal que anteriormente cumplía 
esas labores con el señor Presidente de la República con el resto del personal policial que está bajo mi 
mando, de una manera totalmente clara y armónica, con un sentido de equipo. 


Quiero reforzar lo que he expresado -para conocimiento de todos los presentes- diciendo que me 
enorgullezco del equipo que superviso y dirijo. Asimismo, puedo afirmar que está en perfectas condiciones 
de entrenamiento ya que se ha amalgamado la experiencia que previamente tenían esas personas con la de los 
oficiales y el resto del personal. 


El señor Diputado García Pintos hizo referencia a la custodia fija o estática y móvil. Esto es así, como él lo 
dijo, pero además hay policías que cumplen funciones de seguridad de la señora del Presidente de la 
República, hay policías que cumplen funciones de seguridad en los domicilios del señor Presidente, hay 
policías que cumplen funciones de seguridad en las escuelas a las que concurren los nietos del señor 
Presidente y también se brinda seguridad policial en el traslado de esos menores. Todo esto se realiza de 
acuerdo con lo establecido en la ley y el reglamento. 


Como ya fue expresado por el señor Ministro, la confiabilidad y la antigiiedad son las razones que motivaron 
a que esas personas hoy estén integradas a este servicio de seguridad. 


Con respecto a la preparación, puedo hacer referencia, desde mi carácter de docente egresado, de docente de 
seguridad pública. Me he encargado, y me encargo, de la preparación de todo ese personal para la tarea 
específica que debemos realizar. Nosotros no somos policías de prevención; en este momento yo no lo soy. 
Estamos encargados de la protección de una personalidad, de su familia, su entorno familiar, sus lugares de 
trabajo y sus edificios. Para cumplir con esa tarea, el personal recibió y recibe una preparación que está 
integrada por muchos de los ítems a los que hizo referencia el señor Diputado y otra preparación 
suplementaria que no recibe el resto de los policías. Por ejemplo, a ellos se los entrena en lo que significa 
protección de personalidades; también tienen mayor dedicación a la práctica de tiro; hay una preparación 
especial en explosivos y su reconocimiento. Es decir, son temas que obviamente no le competen al otro 
policía que egresa de la Escuela Departamental. O sea que ellos están, concretamente, trabajando para la 
tarea de seguridad del señor Presidente de la República. 


SEÑOR ALONSO.- Es un gusto recibir a la delegación encabezada por el señor Ministro del Interior. 
Voy a comenzar realizando un comentario casi de tono personal. 

En países como los nuestros tenemos algunas formas de calibrar las trayectorias y las aptitudes de las 
personas que, a veces, nos hacen categorizarlas con facilidad. Diría que el señor Ministro es una persona 


respetable; sin duda, merece mi respeto. Particularmente, lo merece porque es un persona, yo diría, 
descarnadamente honesta. La manera en la que hizo el planteo por el que fue convocado a esta Comisión 


demuestra que es una persona de una extrema honestidad. Sin duda, eso facilita las cosas y, además, engalana 
a una trayectoria política como la del señor Ministro. Digo esto sinceramente. Ojalá todos tuviéramos ese 
don. 


Voy a realizar comentarios que más que a la forma, van al fondo del asunto. Quizá no realice preguntas, pero 
sí algún comentario en mi nombre y en el de mi Partido, sin perjuicio de que otros compañeros de bancada 
luego hagan uso de la palabra. 


Asimismo, quiero manifestar la oportunidad del señor Diputado García Pintos al plantear el tema. Y no por 
decirlo en segundo lugar, deja de tener importancia. 


De acuerdo con lo que se denuncia, ha quedado bien claro que pueden existir dificultades o irregularidades en 
lo que tiene que ver con el trámite de la incorporación de estos ciudadanos al instituto policial. Si bien no es 
materia de nuestra preocupación, somos celosos guardianes de las formas y de que se cumpla con los 
requisitos que establecen las normas, en especial, por ejemplo, para el ingreso a la función pública. Pero ha 
quedado bien claro -ahí está el fondo del asunto- que estamos frente a una situación que la autoridad, el 
Gobierno, entiende que es excepcional. Entiende como excepcional que haya un Gobierno de un partido que 
no ha estado hasta ahora en el poder y, en virtud de ello, justifica que el proceso de selección para los 
funcionarios del Ministerio del Interior sea con un criterio casi estrictamente político, de afinidad política con 
la persona a la cual esos funcionarios le brindan seguridad directamente. Sinceramente, creo que este es un 
camino peligroso. Con la misma honestidad con que el señor Ministro hizo el planteo, yo, en nombre del 
partido, tengo que decir que este es un camino peligroso. Entendemos la importancia de la figura 
presidencial; reconocemos que como en cualquier otra circunstancia en la que pueda estar en peligro la vida 
de las personas, la confianza personal juega un rol especialmente importante. Sin duda, este es un 
antecedente abierto. No digo -acá no duelen prendas a nadie- que en el pasado no se hayan llevado a cabo 
determinadas designaciones o incorporaciones en virtud de la confianza que, entre otras cosas, ofrece la 
participación en proyectos políticos comunes. Pero, sin duda, acá estamos frente a un reconocimiento que es 
claro en cuanto a que lo que se hizo fue incorporar al instituto policial, a término, a determinados ciudadanos 
que tienen una afinidad política con quien hoy es el Presidente de la República. Y se dijo más: afinidad 
política con el Presidente de la República y su familia. Esto tiene cierta lógica, pero nos prende algunas luces 
de alerta. Nos genera la inquietud de si la condición de ser simpatizante de un partido político pasa a ser un 
elemento primordial o no para el ingreso a la función pública. Asimismo, nos queda la duda de si en la 
priorización de la caracterización de estos ciudadanos está primero que sean integrantes de una determinada 
fuerza política o primero está que tengan la formación necesaria para incorporarse al cargo. Sin duda, está 
primero lo que mencioné en primer lugar. 


No voy a ingresar en el plano personal porque el señor Presidente de la República no puede ser convocado a 
la Comisión y no me gusta hablar de quienes no están presentes. Además, tengo un profundo respeto por la 
figura presidencial y del Presidente de la República, en todos los casos, ya que se trata de la expresión abierta 
del funcionamiento del sistema democrático, al cual defenderé con mi vida. Pero, sin duda, aquí hay una 
situación de aprensión por parte del señor Presidente de la República con respecto a su seguridad. Esto ha 
quedado de manifiesto, y se percibe notoriamente, en sus apariciones públicas, lo que ha motivado que 
siendo candidato tuviese un pequeño destacamento conformado por una veintena de personas al servicio de 
su seguridad personal. En otras colectividades esta situación no existe. Podemos decir que todos nuestros 
candidatos a la Presidencia se trasladaron por todo el país, durante años, simplemente con un acompañante 
para que maneje el auto. 


Entonces, sin duda, el señor Presidente percibe una inseguridad que lo lleva a desconfiar de los cuadros del 
Ministerio del Interior, al extremo de recurrir a sus colaboradores más inmediatos en esa materia. Por lo 
tanto, se procede al reclutamiento de esos ciudadanos hacia el instituto. 


No quiero dejar de mencionar el efecto negativo que esto tiene a nivel policial, más allá de quienes hoy estén 
participando de la reunión y del Gobierno, como tiene que ser. Por supuesto que no voy a preguntar de qué 
partido son ya que no lo van a decir y, quizá, hayan votado a uno u otro partido. Esta situación afecta a 
aquellos que han hecho toda una carrera para, algún día, llegar a ser custodios del Presidente de la República, 
sea del partido que sea. Me consta que en el espíritu del funcionario policial, cuando llega el momento de 
tener que defender la vida de una persona no le va a preguntar a qué partido político pertenece. Y mucho 
menos si esa persona es el Presidente de la República. 


Por tanto, nuestro comentario frente a esta situación es negativo. Nos parece que por encima de la forma en la 
que puedan, o no, haberse observado los requisitos y las normas exigibles para la incorporación de 
funcionarios al Ministerio del Interior, existió una contemplación de las ideas políticas, en un instituto en el 
cual no debería darse esa situación. 


Podemos llegar a entender esto en otras Carteras, por ejemplo en el Ministerio de Relaciones Exteriores, 
donde se manifestó que, supuestamente, existía una dificultad filosófica respecto a lo que sería la conducción 
de la Cartera. Entonces, para que existiera una representación más política, el Ministro tendría la potestad de 
nombrar embajadores afines políticamente con la cabeza del Ministerio. Eso sería, por lo menos, entendible. 


No creemos que el argumento de que hoy hay en el Gobierno un partido que antes no estuvo en el poder 
justifique incorporar a ciudadanos porque son parte integrante del partido político del Presidente de la 
República. 


SEÑOR GARCÍA PINTOS.- Digo con honestidad que no vengo acá a formalizar un escenario sangriento, 
sino a buscar una solución que creo que existe, y que vamos a proponerla. 


Quiero decir que a mí me alcanza y me sobra con la palabra del señor Ministro al anunciar que esos 
funcionarios han sido contratados hasta el término -como mucho- del ejercicio del actual Presidente de la 
República. De todas maneras, creo que existe la posibilidad de encontrar alguna otra solución. 


He obtenido respuesta a la única pregunta que formulé con respecto a quién se refería el señor Jefe de Policía, 
y antes de él funcionarios a él subordinados, cuando antes de su firma decía: cabe destacar que no se les tomó 
prueba física ni Junta de Selección a los aspirante referidos, por orden superior de fecha 18 de mayo de 2005. 
Se nos dijo que fue el ex Subdirector General de Secretaría, ex Director de la Policía Nacional, Inspector 
Principal Cono Cardozo, quien ha renunciado a su cargo. Supongo que no necesariamente puede haber sido 
iniciativa del Inspector Cono Cardozo; quizá, él recibió ordenes o conversó este tema con alguno de los 
jerarcas del Ministerio o con el señor Prosecretario de la Presidencia de la República; no creo que lo haya 
hecho con el señor Presidente de la República. Esto no es del caso, porque es tan transparente como que el 
señor Cono Cardozo no está en el cargo. 


La formalidad no es poca cosa. Por dejar de lado la formalidad, a los orientales no nos ha ido bien muchas 
veces en nuestra historia. Y no es poca cosa diecinueve designaciones con este destino, en estas condiciones. 


El señor Ministro habló con honestidad de designación con contenido político. Yo lo entiendo y pregunto -acá 
el tema es la profesionalidad- dónde fueron entrenados, ya que no pudieron serlo al amparo de lo que marca 
la Ley Orgánica Policial y su reglamentación. 


Hoy leí los conocimientos que se imparten en la Escuela Departamental de Policía durante esos seis meses. 
Debí aclarar que esta Escuela es de Montevideo, pero también se forman allí los funcionarios recién 
nombrados en la Jefatura de Policía de Canelones. Si no cambió en los últimos meses, este procedimiento 
siempre fue igual. Entonces, reitero, ¿dónde fueron entrenados? Sé que se me va a decir que el señor Jefe del 
Servicio de Seguridad Presidencial, Comisario Vergara, estuvo trabajando con ellos. Pero, ¿antes del 
Comisario Vergara? Porque el Comisario Vergara aparece después de que fue electo el actual Gobierno, el 
tema es antes, cuando ellos formaban parte de la custodia del candidato, que son más o menos los mismos 
que los que están ahora. Ellos tienen una formación previa. ¿Esa formación previa fue en Uruguay o en el 
exterior? ¿Fueron entrenados en Uruguay o en el exterior? 


Se dijo que el Comisario Vergara estuvo haciendo de Junta de Selección. Sin dejar de reconocer -porque, 
además, no tengo un cabal conocimiento de la carrera del Comisario Vergara- su buena formación y 
conocimientos, el Comisario Vergara no puede sustituir lo que la Ley Orgánica estipula en varios de sus 
artículos -desde el artículo 139 en adelante- y sus reglamentaciones. El Comisario Vergara no puede sustituir 
los seis meses en la Escuela Departamental de Policía. De lo contrario, tendríamos que pensar que es un 
supermedida, que en él está la estructura que tiene el instituto, lo que es una cosa seria y comprometida con 
los reglamentos y la ley. El Comisario Vergara no pudo haberlo formado; sin ninguna duda, el Comisario 
Vergara colaboró, pero no pasa por él. Se obvió lo que marcan la ley, los reglamentos y la Escuela 
Departamental de Policía. 


Concretamente, lo que pregunto es dónde fueron entrenados, si tienen un entrenamiento previo y si este fue 
en el país o en el exterior. 


Sé que el señor Ministro ha dicho -me alcanza y me sobra con lo que dijo el señor Ministro- que se van con el 
Presidente -salvo que el Presidente resuelva lo contrario-, y que están para esa tarea y no para otra cosa. 
¿Saben lo que se pregunta la gente?: por qué no los nombraron fuera del instituto policial, en otro Inciso de la 
Administración Central. Tal vez por el tema del arma, que es importante. Si no quieren ser policías y la idea 
es que no lo sean, los hubieran nombrado por el Ministerio de Industria, Energía y Minería. 


El Ministro dice que fueron nombrados antes del Decreto. Bueno, sinceramente, eso no lo comparto o no lo 
hubiera dicho, porque se nombró con tratamiento vip a estos ciudadanos y siete días después salió el Decreto 
draconiano, ultrasuperrestrictivo -que me parece está bien, porque no puede entrar gente que tenga un exceso 
de peso y que no puedan correr los cuatrocientos metros sin caer muertos del corazón-, que creo es correcto, 
pero me parece que hubiera sido bueno haber exigido a esta gente de la misma manera. 


Pasemos a considerar el requisito formal conocido como "Vida y Costumbres". Por ejemplo, un Suboficial 
veterano de la Jefatura de Policía de Montevideo, que sabe lo que dijo el señor Ministro, no va a poner al 
enemigo como referencia. El señor Ministro lo dijo con toda la pega, pero también quienes recaban datos en 
el formulario "Vida y Costumbres" sin duda que van más allá de lo que inicialmente tenían como referencia, 
porque van al barrio. Eso yo lo sé. 


En cuanto a las labores preventorrepresivas, más allá de lo que el señor Ministro ha dicho sobre la forma de 
contratación, estos funcionarios que jurídicamente son policías, subescalafón ejecutivo, si tienen un buen 
comportamiento, ¿por qué motivo se les va a dar de baja cuando termine el mandato del actual Presidente, si 
para algunos esta es su fuente de ingreso personal y familiar? Además, tienen cómo defenderse en el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo. 


Yo supongo -hoy conversaba esto con el señor Diputado Pablo Abdala- que en los considerandos deben estar 
algunos detalles a los que hacía referencia el señor Ministro. Yo creo que estas preguntas van a tener, sin 
ningún lugar a dudas, una respuesta. 


Repito por tercera vez que me alcanza con la palabra del señor Ministro, de ahora y de siempre, pero en lugar 
de esperar la búsqueda de una solución a esta situación que para nosotros es irritante por cómo estos 
ciudadanos ingresaron en condición vip respecto al resto de los aspirantes a policía, quiero formalizar acá una 
propuesta para ver si zanjamos este tema. Si no recuerdo mal, en el artículo 57 del Presupuesto nacional, que 
a partir del 1* de enero va a ser ley, se crea el Cuerpo de Seguridad Presidencial. Allí están los recursos y las 
condiciones jurídicas para que estos diecinueve ciudadanos sean tomados. Propongo que salgan -no quiero 
utilizar la expresión que se den de baja-, que sean cesados del Ministerio del Interior, que queden esas 
diecinueve vacantes que tanto necesita la Policía para prevenir, atender partos y reprimir la actividad 
delictiva, y que sean contratados en el Inciso 02, Presidencia de la República. Esto puede ser a partir del 1* de 
enero próximo, cuando entre en vigencia el Presupuesto nacional. De esta manera terminaríamos con esta 
situación irritante. 


Tenemos una salida concreta, responsable, producto de que este tema ha madurado a lo largo de estos 
cuarenta días que está dando vueltas, y todos en el Parlamento queremos encontrarle una solución y no 
esperar hasta dentro de cuatro años y medio que quedan de Gobierno. Reitero: la solución está a partir del 1? 
de enero. 


A mí me alcanza con la respuesta del señor Ministro. Quizás comparta esta propuesta que estamos realizando, 
que me parece seria y razonable. 


(Ocupa la Presidencia el señor Diputado Alonso) 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En primer lugar, agradezco las manifestaciones del señor Diputado 
Alonso y la confianza del señor Diputado García Pintos. Me honra que lo hayan dicho dos destacados 
Diputados de la oposición. 


Voy a empezar por reconocer que es muy respetable el punto de vista que ha dado el señor Diputado Alonso 
en el sentido de que evalúa negativamente la forma en que encaramos este tema de la seguridad presidencial. 


Yo lo entiendo y respeto su punto de vista, pero quiero darle algunas otras explicaciones que las que di 
precedentemente. 


El proceso de designación no solo fue excepcional, especial y con ese carácter de transitoriedad que le da el 
tipo de contrato voluntario que se estableció sino que, más que afinidad política -que, como voy a poder 
demostrar rápidamente, no es lo que nos mueve a los actuales gobernantes-, existe un componente de 
cercanía, de confianza, de familiaridad de esta gente -que está justamente en una función no de policía 
ejecutiva, sino de cercanía-, que mantiene una relación casi de intrusión en la propia familia del Presidente de 
la República. Fue más por eso que por el tema de afinidad política. 


Fíjense que nosotros ya hemos establecido -lo vamos a generalizar en toda la Administración Pública- el 
ingreso por concurso. En el Ministerio del Interior somos adelantados en esta materia ya que para cubrir los 
primeros centenares de vacantes que teníamos en la Policía ejecutiva llamamos a concurso para el cargo de 
Agente de 2”. Seguiremos haciendo lo mismo con los otros subescalafones del Ministerio. 


Inclusive, cuando tuvimos que resolver un tema tan urgente como la Dirección del CNR, también llamamos a 
concurso para proveer el cargo de Director, que había quedado acéfalo porque el que estaba en ese cargo lo 
había ofrecido y se lo aceptamos. 


Efectivamente, existen riesgos al designar en la Administración Pública por afinidad política y no por 
cualificación. En la mejor tradición de nuestra izquierda tenemos como objetivo designar por cualificación o, 
en el caso de que no se pueda, por sorteo -es decir, siempre a través de formas objetivas de designación-, lo 
que estamos empezando a complementar ordenadamente en el conjunto de la Administración Pública. Esto 
no quiere decir que los Gobiernos no tengamos necesidades de tener algunos cargos muy acotados de 
particular confianza. Inclusive, ayer estuve defendiendo la designación de un cargo de particular confianza 
para la Fiscalía Letrada del Ministerio del Interior. 


Ya que estamos conversando con tanta franqueza -como debe ser- en lo que respecta a cómo se ha ido 
moviendo el señor Presidente, cuando era candidato, con su correspondiente custodia, debo decir que hoy en 
día los ex Presidentes y hasta la viuda de un ex Presidente también tienen personal policial para su custodia, 
aunque no el número del que estamos hablando ahora, puesto que debemos cubrir no solo la seguridad del 
doctor Vázquez sino también la de toda su familia, que es bastante numerosa. 


De cualquier forma, lo que rescato de la bondad de estos procedimientos es que logramos reunir 
armónicamente gente que venía de una actividad civil y que se integró con eficacia, coordinadamente, cada 
uno cumpliendo con su función, a la actual guardia de seguridad presidencial. 


En cuanto a la segunda intervención del señor Diputado García Pintos, debo decir que con todo derecho 
considera que las formalidades son importantes y estima que no ha sido cumplimentada la de estas 
diecinueve designaciones. Pero le pido al señor Diputado y a todos los que están en esta mesa que sopesen la 
realidad de estas diecinueve designaciones contra los miles y miles de nombramientos que se hicieron en el 
pasado en forma directa, sin ningún tipo de requisito, regulación ni concurso para el ingreso a la función 
pública. No nos olvidemos de eso. Estamos hablando de diecinueve designaciones, de gente que venía 
preparada, que no eran improvisados en la materia de cuidar del señor Presidente y de su familia sino que ya 
llevaban varios años en esa tarea. Ellos venían trabajando en forma eficaz -según el señor Presidente de la 
República- en su custodia personal. Son orientales como nosotros, y su propia inquietud les fue dando la 
formación que hoy tienen puesto que fueron llamados hace bastante tiempo, en la primera campaña del 
compañero Tabaré Vázquez. Ellos mismos fueron adquiriendo la preparación por experiencia, estudiando y 
también porque la propia fuerza política tiene personas avezadas en esta materia que los han ayudado. 


Además, cuando se integran oficialmente, desde el 1 de marzo hasta fines de junio -fecha de las 
resoluciones- tuvieron todo un tiempo de trabajo conjunto bajo la dirección del Comisario Vergara. Estas 
personas se integraron perfectamente con los demás funcionarios policiales de la custodia presidencial y 
conformaron un grupo, cada uno cumpliendo con sus funciones de policía ejecutiva o de cercanía, es decir, 
de confianza con el Presidente y su familia. 


El señor Diputado pregunta por qué no ingresaron por otros Ministerios. Fue porque el nuestro tenía las 
condiciones de vacancia más adecuadas para la integración y las demás Carteras no estaban en la misma 


situación. Además, como se iban a integrar a policías de carrera, era más lógico que ingresaran por la misma 
vía escalafonaria de quienes iban a ser sus compañeros de equipo en la seguridad presidencial. 


Con respecto al requisito de vida y de costumbres o de la Junta de Selección, reitero lo mencionado; es todo 
lo que puedo decir. Dimos por buena la solicitud del Jefe de Seguridad Presidencial como antecedente 
suficiente de vida y de costumbres. Obviamente, no consideramos que nos mandara gente sin conocer sus 
buenas actitudes personales. Si él nos mandaba la lista de personas seleccionadas, nos parecía -en el acierto o 
en el error- que estaba bien cumplimentado el requisito de la Junta de Selección. 


En cuanto a garantizar que esta gente no tiene vocación o que se va a quedar en la función policial, quiero 
agregar lo siguiente. Esto es parte del compromiso público que asumimos 


El señor Diputado García Pintos hace referencia a un artículo que he estudiado a fondo y que viene en el 
proyecto de Presupuesto quinquenal. Creo que por allí vamos a encontrar una solución para que el personal 
de este cuerpo, que va a pertenecer a la Presidencia de la República, esté integrado al Inciso 02 y no al 04. 
Esa sería la solución ideal; si lo habilita el artículo, no les quepa la menor duda de que seremos los primeros 
en hacer cumplir esa norma porque tenemos el mismo interés que los demás señores legisladores en cuanto a 
rescatar la mayor cantidad de vacantes para el personal ejecutivo de nuestra Policía a fin de prestar un 
servicio que adolece más que de falta de funcionarios, de una buena racionalización en la distribución de los 
funcionarios ejecutivos. Hace falta personal y defenderemos siempre estos cargos. Si pudiéramos conseguir 
más vacantes de otros Ministerios, seríamos los primeros en pedirlas. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Tourné) 


SEÑOR ORTUÑO.- Agradezco la presencia del señor Ministro, del señor Subsecretario y del equipo que los 
acompaña. No es la primera vez que nos visitan y eso habla muy bien de la consideración que el Poder 
Ejecutivo y en particular el señor Ministro tienen por el Parlamento y por esta Comisión. 


Quiero destacar algunos elementos que a esta altura del intercambio y de las explicaciones brindadas ante las 
preguntas y al planteamiento político del señor Diputado García Pintos ya están claros y que deben ser 
remarcados y tenidos en cuenta como conclusiones. 


En primer lugar, nadie ha dicho lo contrario, pero entiendo del caso destacar que la elección y designación de 
personal de seguridad presidencial es una prerrogativa del señor Presidente de la República. Los Presidentes 
de la República Oriental del Uruguay siempre han elegido y designado -y está bien que lo hayan hecho así- a 
personal de su confianza para cumplir con una tarea absolutamente necesaria y delicada como es la custodia 
de su seguridad personal. En esto el nuevo Gobierno no está innovando, y creo que estamos en el marco de lo 
que el Uruguay siempre ha practicado. 


Además, como bien señalaba el señor Ministro, esto no solo sucede con quienes ejercen la Presidencia de la 
República sino que algunos ex Presidentes tienen a su disposición personal para estas tareas de custodia. 
Considero que en otra oportunidad deberíamos abundar más sobre este tema; siempre he opinado que la 
tradición en este país ha sido demasiado generosa con los ex Presidentes en cuanto a que una vez dejado el 
cargo igualmente tienen personal a su disposición. Tengo claro que entre las orientaciones del nuevo 
Gobierno está la idea de racionalizar este aspecto. 


De todas maneras, debe quedar claro que aquí se ha actuado sujeto a derecho, en el marco de una potestad del 
Presidente de la República y del Poder Ejecutivo, y que esto no ha generado mayor preocupación en el 
pasado. 


En segundo término, creo que todos entendemos que la confianza y la familiaridad son temas clave y, por lo 
tanto, está muy bien que jueguen con mucha fuerza. También ha quedado claro -quiero llamar la atención 
sobre este tema- que ha habido requisitos distintos porque la naturaleza de la función a la que están aplicadas 
las diecinueve personas de referencia es diferente a la que cumple tradicionalmente la Policía, que, como bien 
se ha dicho, es mucho más amplia y está caracterizada por la prevención y la represión del delito. 


Estamos hablando de un conjunto de personas que han ingresado al Ministerio y cuya situación se ha 
regularizado para cumplir funciones en el entorno de la seguridad presidencial. Es lógico pensar que a esos 
efectos requieran de determinadas habilidades y formación, hecho que seguirá garantizando el Ministerio. 


En tercer lugar, quiero destacar un aspecto que políticamente me parece muy importante. El señor Ministro 
ha dicho que estamos frente a una situación excepcional y transitoria. Eso ha quedado claro por la voluntad 
política que se ha expresado aquí. Se ha buscado una forma contractual que explicitó con mucha claridad: la 
fórmula del contrato anual renovable y a término, con un tope de cinco años; esto expresa la voluntad política 
de dar una situación transitoria a este cuadro. 


A su vez, con la incorporación del artículo del Presupuesto quinquenal anteriormente citado se encuentra un 
camino de expresión y de concreción para esta transitoriedad de la que estamos hablando. 


Por otra parte, quiero detenerme en un tema sobre el que se ha hablado mucho: la participación de la Policía 
en la seguridad del Presidente de la República. Se han hecho interpretaciones que francamente no comparto, 
porque creo que no son de recibo, con relación a eventuales implicancias de esta incorporación de diecinueve 
personas al servicio del señor Presidente. 


Lo primero que quiero reafirmar -el señor Diputado García Pintos ha sido muy cuidadoso en el empleo de los 
términos cuando refiere a que la participación en exclusividad de policías en esta tarea ha sido una tradición 
en el país- es que, efectivamente, no hay disposiciones legales que establezcan e impongan la exclusividad de 
la presencia de funcionarios o efectivos policiales de carrera en esa tarea. Tal como decía anteriormente, se 
está transitando una solución legal sujeta al marco jurídico que tenemos, al que nuestro Gobierno se ciñe 
permanentemente. 


Lo segundo que quiero decir es que hay que reflexionar y valorar en su justo término la noción de trabajo en 
equipo que se ha planteado aquí en Sala por parte de los representantes del Ministerio del Interior. Si bien no 
hay exigencia legal de exclusividad de participación de policías, tampoco hay exclusión en la solución a la 
que se ha llegado. Al contrario: quedó claro -para mí es muy importante- que están trabajando en conjunto, en 
equipo y complementando sus perfiles y sus tareas, tanto estas diecinueve personas como los funcionarios del 
Ministerio del Interior, policías con la capacitación y la profesionalización que su tarea les requiere. Aquí hay 
trabajo en equipo, hay participación y, sin duda, consideración por parte del Poder Ejecutivo de esa 
capacitación, de esa profesionalidad y de la necesidad de contar con esa experiencia acumulada. Como muy 
bien se decía, esto queda de manifiesto en el hecho de quién está a cargo de la Jefatura del equipo y también 
en la presencia fuerte de personal policial en las tareas de custodia presidencial. 


Creo que en este tema no se puede dejar planteadas dudas sobre la convicción y el compromiso que tenemos 
nosotros, como integrantes de la bancada de Gobierno, y la nueva Administración, con la valoración, el 
respeto y la jerarquización del instituto policial. Creo que está muy bien hacer referencias a la necesidad de 
jerarquizar, de respetar, de profesionalizar al instituto policial, pero también creo que hay que honrar esas 
preocupaciones y esas manifestaciones verbales con hechos. Esta Administración realmente está siendo fiel 
en la práctica a esa preocupación manifiesta. 


Por ejemplo, en el día de ayer tuvimos la comparecencia en la Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda de un equipo del Ministerio del Interior que está poniendo sobre la mesa un tema clave que hace a 
la profesionalización, a la dignificación -diría yo- del instituto policial: la concreción de una recuperación 
salarial de significación que viene a corregir situaciones de deterioro muy fuertes que hemos vivido en el 
pasado. Se ha hablado del ingreso por concurso; se ha hablado -es importante volver a remarcarlo- de los 
planes en los que se está trabajando de modernización del marco legal del funcionamiento del instituto 
policial, lo que sin duda lo va a fortalecer y a mejorar. 


Francamente, no creemos de recibo algunas dudas que se han planteado, algunas interpretaciones o 
conclusiones que a partir de esta situación puntual que estamos tratando se sacan en cuanto a la consideración 
del nuevo Gobierno y del Presidente de la República sobre el instituto policial, que creo que es muy alta y 
que está quedando de manifiesto en los hechos. 


Finalmente, quisiera dejar una constancia política con referencia a algunas anotaciones que hacía con mucho 
respeto -como lo hace siempre- el señor Diputado Alonso, llamando la atención sobre la inconveniencia de 
proveer cargos por afinidad política. Me parece que está muy bien que lo haga y que lo ponga sobre la mesa. 
Lo que debemos decir -lo ha adelantado el señor Ministro- es que en esto nuestra fuerza política tiene un 
compromiso muy fuerte y muy claro. Ya lo ha demostrado e implementado cuando le tocó ser Gobierno en 
Montevideo estableciendo el ingreso por concurso y por sorteo a la Administración Pública. También lo ha 


solventado con la crítica permanente que ha hecho a situaciones que, lamentablemente, hemos vivido en el 
pasado en el Estado uruguayo. 


Ayer repasaba las versiones taquigráficas de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, una 
instancia interesante donde uno puede ver lo que se va a hacer hacia el futuro, los planes que hay, pero 
también darse cuenta de la realidad que encontró la nueva Administración en el Estado. Me sorprendió la 
comparecencia de la señora Ministra de Salud Pública, quien dijo que no había cargos por concurso en toda 
la Cartera. Además, puso de manifiesto una situación absolutamente caótica -me atrevo a calificarla de esa 
manera- en lo que tiene que ver con el ingreso y con la administración de los recursos humanos. Puse este 
ejemplo que tengo fresco en la memoria porque fue dicho esta semana. 


De manera que, sin duda, reafirmamos el compromiso y la coincidencia con el señor Diputado Alonso en 
cuanto a que estos temas deben superarse de una vez por todas en la Administración Pública. En eso estamos 
trabajando y no creo que esta situación puntual, justificada y sujeta a derecho, como se ha demostrado, 
horade para nada esa situación. 


Sin duda, aquí hay un elemento que debemos tener en cuenta. Se ha hablado, y creo que con mucha 
honestidad, acerca de que también aquí hay una decisión política, que asumimos y respaldamos, y que tiene 
que ver con una nueva realidad. Creo que debemos asumir que en el país ha habido un cambio realmente 
sustancial, dispuesto democráticamente por la ciudadanía y que necesariamente también supone cambios en 
los elencos gobernantes, en los cuadros funcionales de la Administración Pública y en otros lugares. Lejos de 
generar tensión o de ser irritantes -como se ha planteado-, estos son cambios legítimos y la ciudadanía no 
comprendería si el nuevo Gobierno no los impulsara. 


Creo que las dudas planteadas en tono constructivo, como lo ha hecho el señor Diputado García Pintos, y las 
respuestas que creo que son totalmente satisfactorias y aclaratorias de cómo se viene trabajando y encarando 
este tema y de cuáles son las razones que han justificado estas decisiones en torno a una situación que, sin 
duda, es particular, estarían redondeando una jornada de trabajo que considero que si bien ha sido muy 
positiva, ameritaba estas reafirmaciones y aclaraciones a modo de constancia política. 


SEÑOR ALONSO.- Sin duda, cuando consideremos este proyecto de ley de Presupuesto Nacional en el 
Plenario de la Cámara se generará todo un debate -ya se está dando en la Comisión de Presupuestos integrada 
con la de Hacienda- sobre los procedimientos y sobre el supuesto nuevo Uruguay que están haciendo, que yo 
no veo. 


(Dialogados) 


Aquí se ha dicho algo que, a mi entender, no se ajusta a la realidad, y como está presente el señor 
Ministro del Interior, lo que voy a hacer es trasladarle un pedido de información. Es verdad que los ex 
Presidentes de la República, por ley, tuvieron derecho a cinco pases en comisión, pero creo que estos no 
se circunscribieron estrictamente al Ministerio del Interior; de todas maneras esto es algo que 
podríamos revisar nosotros. Por lo tanto, puede ser que hayan tenido a alguien del instituto policial o 
de algún otro Ministerio. Me consta, por el conocimiento que tengo con algunos de los ex Presidentes, 
que en algunos casos tuvieron secretarias, secretarios, asesores y, en otros, también a un custodia, pero 
no cinco. Por otro lado, se ha dicho que siempre fue así. Quisiera que nos dieran la información sobre 
cómo se ha hecho la selección del personal a cargo de la custodia presidencial en los últimos cuatro 
Gobiernos -a partir de 1985- y si ha sido de cuadros del Ministerio del Interior o no. Por lo menos, de 
esa manera podremos ver los antecedentes. Aclaro que aunque eso hubiese sido así, no estoy de 
acuerdo; aunque se hubiese hecho un reclutamiento especial -me consta que no se hizo- al inicio de 
cada Gobierno, a mi entender, ese antecedente no justificaría que se utilice un procedimiento que me 
parece que no es el más conveniente. 


También me gustaría saber si durante los cuatro Gobiernos anteriores se produjo algún nombramiento 
masivo, como en este caso, de toda la guardia que tiene trato directo con el Presidente de la República. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quiero aclarar al señor Diputado Alonso que dije que siempre ha sido una decisión del 
Presidente de la República la designación, la elección y por tanto la administración de quienes revistan en el 


entorno de su seguridad. Si son integrantes del instituto policial o no, es otro tema, porque hay situaciones 
distintas en esta materia. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero aclarar que soy renuente a involucrarme en las discusiones de las 
Comisiones que no integro, sin perjuicio de lo cual, en este caso en particular, en función de la importancia 
del tema pero también de algunas versiones que nos fueron proporcionadas por integrantes del propio 
sindicato policial incipiente y de alguna documentación que llegó a nuestra mesa de trabajo, nos vimos en la 
necesidad de comparecer en la Comisión a los efectos de cotejar la veracidad tanto de los documentos como 
de las versiones. Por lo tanto, entendemos oportuna y útil la instancia que generó el señor Diputado García 
Pintos; creo que ha sido oportuna, útil y exitosa -diría yo- en virtud de que la información que han brindado 
el señor Ministro y los funcionarios que lo acompañan, en definitiva, confirma las dudas que formuló el señor 
Diputado en el sentido de que aquí ha habido claramente una inobservancia o un incumplimiento, que puede 
reputarse de mayor o menor gravedad, de los reglamentos vigentes. 


Esta es la primera conclusión fundamental que extraigo del intercambio que hemos tenido en la mañana de 
hoy. Creo que, en todo caso, en algunos aspectos puede no haberse innovado, por ejemplo, en cuanto a 
aplicar criterios de confianza política que, por cierto, nadie desconoce que se aplicaron en el pasado y que es 
prudente y legítimo que se apliquen en una cuestión de la sensibilidad, de la delicadeza y de la importancia 
de la seguridad presidencial. Sin embargo, parece innovarse en lo que tiene que ver con el no cumplimiento 
cabal, con el cumplimiento parcial o con el insatisfactorio procedimiento llevado a cabo desde el punto de 
vista de la verificación de los requisitos previstos en los reglamentos, en el ordenamiento jurídico, para 
adquirir la condición de funcionario policial. 


En ese sentido, sumándome a las valoraciones de los colegas, que comparto y suscribo integralmente -esto no 
es un mero formulismo, sino que lo digo con absoluta convicción- en cuanto a las cualidades personales del 
señor Ministro, la honradez desde el punto de vista personal e intelectual que todos le reconocemos y la 
condición de hombre de derecho cabal y ortodoxo en sus valoraciones jurídicas, quiero hacer tres preguntas 
muy concretas al Ministerio y en particular al señor Ministro. 


En primer lugar, quisiera saber si en ningún momento durante todo este proceso el Ministerio advirtió que 
por esta vía se podría estar vulnerando preceptos de carácter constitucional, en particular, el principio de 
igualdad que consagra la parte dogmática de la Constitución de la República, no desde el punto de vista de la 
aplicación de criterios de confianza política, sino de la dualidad de criterios a la hora de exigir o de hacer 
valer los requisitos que prevén los reglamentos. 


Pocos días después de las resoluciones de marras, que datan del día 29 de junio -tengo copia de ellas en mi 
poder-, como aquí se ha dicho, el Poder Ejecutivo, el Ministerio del Interior, hizo un llamado público para 
contratar personal a fin de llenar setenta vacantes de policía. Se dijo que se procedería por riguroso concurso 
y se establecieron estrictamente los requisitos que en la resolución anterior se habían pasado por alto. 
Entonces, mi pregunta es la siguiente: ¿no estamos enfrentando los dos actos administrativos en una clara 
violación del principio de igualdad? Y no porque a través de la primera decisión se hayan designado 
funcionarios de confianza sino, en todo caso, porque no se cumplieron los requisitos, mientras que en la otra 
oportunidad, como ocurre con carácter general, se exigieron rigurosamente. 


Esta es la primera consulta que queríamos realizar, que reforzamos, además, con otros aspectos que nos 
parecen por lo menos ilustrativos. Todavía no alcanzamos a comprender o a advertir el carácter de la 
transitoriedad, porque las resoluciones del 29 de junio -que hemos leído y releído de arriba para abajo-, salvo 
que alguna referencia normativa que desconocemos aluda a esa condición, tienen un valor y una fuerza de 
carácter permanente. Apuntan a llenar vacantes en el instituto policial por la vía de designar, sin cumplir con 
las exigencias y los requisitos, a estos diecinueve compatriotas, pero en ningún lado se establece alguna 
causal rescisoria o plazo que conduzca, al cabo de su cumplimiento, a la baja de estas personas nombradas 
para la seguridad presidencial. 


Así que, por cierto, la transitoriedad no nos queda clara. Y en la medida en que no llegase a confirmarse, 
refuerza lo que decimos en el sentido de que habría habido un claro apartamiento del principio de la igualdad 
consagrado como base de nuestro derecho constitucional. 


En segundo término -este es el otro aspecto que refuerza nuestra duda de carácter general pero no menor, 
porque tiene que ver con las garantías y los derechos de los ciudadanos en su conjunto-, se han mencionado 


las disposiciones previstas o proyectadas en el Presupuesto Nacional, concretamente las que hacen referencia 
al servicio de seguridad presidencial. Yo no sé si se apunta a blanquear o legitimar la situación irregular que a 
nuestro juicio se produjo con la decisión del mes de junio al establecer que el personal que se ha transferido 
al servicio de seguridad policial conservará su estado, sus derechos funcionales, su condición, escalafón y 
grado, pretendiendo dar un viso de formalidad a una situación que no la tuvo -ni la tiene-, por lo menos en el 
origen o en la raíz. 


Por otra parte, por el artículo 58, a estos mismos funcionarios se les reserva el derecho al ascenso, previo 
cumplimiento de los requisitos objetivos del caso. Me pregunto si cuando llegue el momento se cumplirán 
esos requisitos, si es que existen, y si son los mismos que para el resto de los integrantes del instituto. Creo 
que es sensato por lo menos plantearnos esto, a la luz de que estos funcionarios con vocación de ascender en 
el futuro, por lo pronto en el momento de su designación no cumplieron -como parece que ha quedado claro- 
con todas las condiciones y requisitos. 


En tercer lugar, quisiera hacer una pregunta, ya no desde el punto de vista de la formalidad jurídica sino de la 
esencia sustantiva de los objetivos que se persiguen con estas decisiones que, sin ninguna duda, son 
compartibles en términos de una adecuada organización de la seguridad del señor Presidente de la República. 
Concretamente, quisiera saber si en algún momento el Ministerio ponderó, más allá de lo jurídico, la 
circunstancia de que seis de los diecinueve designados fueran ineptos desde el punto de vista psicológico, 
como surge claramente de los informes, y que trece no hubieran cumplido con los exámenes clínicos y con 
las pruebas que son de rigor en esta materia, constituyendo un requisito inexorable para quienes ingresan al 
instituto policial, salvo para la custodia del doctor Vázquez. ¿En ningún momento el Ministerio se planteó, 
aunque más no fuera la duda de que esto podía generar condiciones de inseguridad pública para la sociedad 
en su conjunto y en particular para el propio señor Presidente de la República que, se supone, es a quien se 
pretende preservar y custodiar en su integridad? Porque una cosa es la confianza política y la condición de 
compañero de partido -a la que aludió el señor Ministro en el inicio de su explicación- y otra la aptitud 
psicológica. Entonces, por más fraternidad partidaria que pueda tenerse con el designado, si yo advirtiera que 
mi compañero político tiene alteraciones psicológicas o que no alcanza el nivel mínimo exigido como para 
darle garantías al Presidente de la República, a quien tiene que custodiar, por lo menos me cuestionaría la 
designación. Sin embargo, estos nombramientos se llevaron adelante y se concretaron como si las pruebas se 
hubiesen resuelto favorablemente. 


Estas son las dudas que queríamos plantear; muchas gracias. 


SEÑOR CÁNEPA.- He escuchado con mucha atención durante toda la mañana, la exposición del tema 
central que fue planteado por el señor Diputado García Pintos quien, tal como ya le habíamos dicho la última 
vez, no se dirige solo al señor Ministro, ya que con su conocimiento y su manejo parlamentario formula sus 
preguntas de un modo muy particular también a los Jefes de Policía, al Inspector, etcétera. 


Creo que este ha sido un debate muy bueno, con mucho nivel y respeto, como debe ser en esta Casa; se ha 
respondido, quizás de modo satisfactorio para algunos y no satisfactorio para otros. 


En cuanto al asunto relativo a la aplicación del artículo 57 del Presupuesto Nacional, el señor Ministro 
proporcionó una respuesta muy clara; asimismo, hay una proposición del señor Diputado García Pintos, que 
es quien trajo el tema a colación. 


Ahora bien, yo quisiera dejar una constancia política porque, más allá del tema central, se tocaron otras 
aristas, independientemente de la importancia de la seguridad presidencial -lo que está fuera de dudas para 
cualquiera de los que estamos aquí- o de la investidura presidencial, también fuera de toda duda. 


Con respecto a la necesaria profesionalización de la Policía y a cómo ha sido esa situación en el pasado, 
quiero plantear que estamos dispuestos a discutir qué se ha hecho con respecto a este asunto, tanto en los 
Gobiernos del Partido Colorado como del Partido Nacional. No es necesario contar en esa oportunidad con la 
presencia del Ministro como representante del Poder Ejecutivo, porque se trata de un tema parlamentario. Yo 
escucho con atención cuando se habla del derecho de los Diputados de la oposición de exigir el estricto y 
cabal cumplimiento de las normas que se deben aplicar a este caso, más allá de las explicaciones del señor 
Ministro y de la realidad política. Entonces, si hay que discutir un tema de fondo, como la necesaria 
profesionalización de la Policía, acá nadie va a dar una clase de historia. Todos conocemos la historia de la 
Policía en nuestro país, nacida de jefes políticos con una tradición que viene desde fines del siglo XIX y 


principio del siglo XX. Pero podemos circunscribirnos, como se nos ha pedido, a los últimos veinte años, 
desde 1985 en adelante; quizás algunos quieran dejar la historia para los libros, para mí es muy importante de 
todos modos. 


No se trata solamente de pedir la información al señor Ministro, como bien puede hacerlo, porque está en su 
derecho, el señor Diputado Alonso. Lo que propongo es que pongamos sobre la mesa de esta Comisión -no 
en el día de hoy sino en el futuro- ese debate acerca de todo lo que pasó y lo que debemos hacer con respecto 
a la profesionalización de la Policía. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- El señor Diputado Alonso solicitó dos informaciones, 
concretamente, con respecto al sistema de pases en comisión para los ex Presidentes y afines y a cómo se 
seleccionaron los integrantes de la custodia presidencial en las últimas Administraciones posdictadura. En 
este momento no estamos en condiciones de proporcionar esos datos, pero los averiguaremos y le enviaremos 
las respuestas del caso; tengo alguna idea al respecto, pero no quiero improvisar en esta materia. 


Con respecto a lo planteado por el señor Diputado Pablo Abdala en lo que hace a la observancia o 
inobservancia reglamentaria, ya me extendí en la materia y me remito a la versión taquigráfica. 


Con relación a mis vacilaciones o a las dos dudas como hombre de derecho a las que refería el señor 
Diputado, cuando tomo decisiones por supuesto que tengo en cuenta principios constitucionales tan 
importantes como los que figuran en los primeros artículos de la Carta. Pero dicho con cierta ironía, como 
solía practicarla un correligionario del señor Diputado Pablo Abdala, a quien quise y recuerdo mucho, el ex 
Diputado y ex Senador Mallo, cuando recurrimos a los primeros artículos de la Constitución de la República 
es porque estamos teniendo pocas razones políticas para un debate. Siempre nos recordaba eso a nosotros, 
cuando solíamos hacer argumentaciones sobre este principio de igualdad de rango constitucional y demás. 


Sinceramente, al haber adoptado estas dos resoluciones para designar diecinueve cargos no creo que 
estuviéramos alterando el pasado inmediato en materia de designaciones de los anteriores gobiernos, ni el 
principio de igualdad, que tiene una envergadura mayor. 


Con respecto a la transitoriedad, creo que la propia ley de Presupuesto va a traer una solución definitiva a 
este tema, tal como ha recordado el señor Diputado García Pintos, más allá de que según las explicaciones 
que me dieron los responsables del departamento de personal, este tipo de contratos se renueva anualmente y 
tiene un término de cinco años. En todo caso, los señores Carámbula o Rossi podrían aclarar esto mejor que 
yo, pero el compromiso político está formulado en el sentido de que esta gente no tiene la pretensión, la 
vocación ni la preparación para seguir siendo policías ejecutivos, que fue la modalidad por la que ingresaron 
porque no teníamos otra mejor, aunque la estuvimos buscando. 


El señor Jefe de Policía, de larga trayectoria y con mucho más conocimiento que yo de la historia policial, me 
acota que en el pasado se designó como agentes de policía ejecutiva a personas que no realizaron las pruebas 
requeridas y ni siquiera los cursos; primero se ingresa y luego se hacen los cursos en la Escuela 
Departamental. En el pasado inclusive se designó a personas con antecedentes judiciales, con antecedentes 
penales y a otras que no sabían leer ni escribir. Esto no sucede solo en el Ministerio del Interior, sino en todos 
los demás. Durante mis diez años como parlamentario pude constatar cómo, inclusive en la discusión de la 
ley presupuestal, los temas se iban definiendo en función de las designaciones o de la distribución de los 
cargos implicados. 


Podríamos seguir, pero sería un debate político que no corresponde hacer acá. Ustedes mismos se han 
intercambiado ideas o proposiciones en el sentido de hacer un sinceramiento de toda esta situación. Se debe 
partir de la base de que nosotros vamos a hacer las designaciones a través de concursos, Ministerio por 
Ministerio -ya lo hicimos en el Ministerio del Interior con el personal subalterno para proveer algunos 
centenares de vacantes, y vamos a seguir haciéndolo-, empresa pública por empresa pública, y cuando las 
necesidades de cualificación no lo requieran, las haremos por la vía del sorteo. Esto tiene precedentes en 
nuestra fuerza política, cuando ocupamos lugares de responsabilidad en la Intendencia Municipal de 
Montevideo, así como también en la primera Administración del doctor Sanguinetti, cuando integramos entes 
autónomos y los cargos que les correspondían a los Directores del Frente Amplio todos fueron llenados por 
concurso y por sorteo. Yo tuve la lindísima experiencia en mi pueblo adoptivo, Batlle y Ordóñez-Nico Pérez, 
de recibir a una numerosa familia que no acertaba a entender cómo, siendo pachequista, le había tocado 


ocupar el cargo para el que el Frente Amplio había llamado a sorteo en esa pequeña y querida localidad de 
Lavalleja y Florida. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que represento el sentir de la Comisión al agradecer al señor Ministro y a su 
equipo las informaciones y explicaciones que nos han proporcionado; siempre es un placer recibirlos. 


También agradezco a todos los integrantes de la Comisión la colaboración brindada para la conducción de 
esta sesión, que espero se mantenga. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


